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SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la Mesa de Trabajo para tratar la problemática general del asalariado rural, 
integrada por el doctor Osvaldo Mantero, profesor de la Facultad de Derecho, el ingeniero agrónomo Ruben 
Elías, la socióloga Silvia Morales, representante de la UDELAR, el ingeniero agrónomo Yerú Pardiñas, 
Director del Instituto Nacional de Colonización, el señor Ángel Rocha, integrante de la JUNAE, y por el 
doctor Fernando Tomassina, representante de la Universidad de la República. 


SEÑOR ELÍAS.- En primer lugar, quiero presentar esta Mesa de Trabajo. Evidentemente, uno de los 
fenómenos más importantes es tornar visible la existencia del asalariado rural. Los trabajadores 
rurales fueron sistemáticamente "invisibilizados", es decir, la ley de ocho horas que se aprobó a 
principios del siglo pasado los dejó de lado, junto con las empleadas domésticas. Cuando los Consejos 
de Salarios se crearon, también dejaron de lado a los trabajadores rurales. Un resultado positivo de 
estos últimos años ha sido convertir al trabajador rural en un sujeto social, a través de la participación 
en los Consejos de Salarios y mediante esta propuesta de elaboración de una ley de ocho horas. 


Estos avances son perfectibles, mejorables y no encaran totalmente la problemática del trabajador rural. Sería 
muy fácil suponer que solucionamos todo modificando la ley de ocho horas, pero hay una problemática 
mucho mayor. En ese sentido, el hecho de tomar conocimiento de la situación por diferentes organizaciones 
de trabajadores reunidos en la UNATRA con el PIE-CNT que hace suya la preocupación y en contacto con la 
Universidad en concreto con el Pro Rector Humberto Tomassino, tratamos de enfocar este tema de una forma 
multidisciplinaria. 


En ese ámbito, el 24 de abril se realiza una jornada a la que son invitados a participar diferentes actores 
sociales, pero el énfasis está puesto en un enfoque multidisciplinario. Nosotros sostenemos que este problema 
tiene que ser encarado desde diferentes disciplinas. Es así que participan integrantes de los Institutos de 
Derecho Laboral de la Universidad de la República, y se convoca a representantes del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social; ha participado el doctor Zapirain coautor de la ley. Acá lo que está primando esto 
queremos resaltarlo porque estamos cumpliendo noventa años de la reforma de Córdoba es ese espíritu 
universitario plural, en el que se admiten y promueven todas las diferencias en la búsqueda de la verdad y de 
la precisión científica. 


En ese marco, se hace esa jornada y el resultado es la conformación de la Mesa de Trabajo. Esta Mesa de 
Trabajo comienza a reunirse y elabora una declaración pública que entregaremos a los señores Diputados con 
relación al proyecto de ley sobre la jornada laboral y régimen de descanso en el sector rural. 


Básicamente, pedimos intervenir en esto en el marco de ese carácter multidisciplinario de la seguridad que 
dan los enfoques múltiples frente a algunos tipos de objeciones. Se trata de hacer un planteamiento 
multidisciplinario lo más sólido posible, tratando de que la ley tienda a satisfacer las necesidades no 
contempladas hasta ahora de los trabajadores rurales. 


En nuestro país, cuando se analiza a los trabajadores rurales desde el punto de vista de las categorías 
ocupacionales, debemos decir que son el 56% de los trabajadores del campo. Esta es una cifra no menor y es 
la más alta de América Latina. Tampoco es menor el número de trabajadores rurales todos los que están 
presentes acá son conscientes de la evasión que hay; las cifras que se manejan de los trabajadores rurales que 


aportan asciende a más de ciento veinte mil. Nosotros sabemos que esas cifras no son reales y están 
subvaluadas. 


Por otro lado, manifestamos una gran preocupación porque junto con este fenómeno se está dando un 
fenómeno de precarización del trabajo. Muchas veces las situaciones económicas de nuestros compatriotas 
obligan a buscar estrategias de sobrevivencia donde el trabajo precario rural se cruza con el trabajo urbano 
precario. 


Por último, quiero marcar dos aspectos. En primer lugar, quiero manifestar las excusas de los señores Pro 
Rectores de la Universidad por no concurrir hoy, ya que tenían compromisos fijados previamente, así como 
los Decanos que adhieren a esta convocatoria. | 


Por último, voy a leer una carta de la Decana de la Facultad de Derecho, doctora Dora Bagdassarian: "Por 
este medio deseo manifestar mi adhesión a la declaración presentada por la Universidad de la República en el 
marco del tratamiento parlamentario del proyecto de ley sobre Jornada laboral y régimen de descanso en el 
Sector Rural. 


Asimismo, deseo trasmitir el beneplácito por la participación activa de nuestra Universidad de la República 
en el tratamiento del tema. Esta participación, es una muestra más del compromiso de la Universidad con la 
sociedad, en el sentido de contribuir al debate de un tema sumamente trascendental para muchos trabajadores 
del país, integrantes de un sector productivo estratégico para el futuro de nuestro Uruguay”. 


Si los señores Diputados nos permiten, pasaríamos a desarrollar algunos puntos específicos del tema. 


SEÑOR MANTERO.- En realidad, para hacer un enfoque jurídico del tema que nos preocupa habría 
que, necesariamente, plantear previamente un panorama relativamente elevado, del cual no nos vamos 
a ocupar en el día de hoy. Pero insisto en que no se puede tratar un aspecto cualquiera de la 
problemática del trabajador rural sin entender la totalidad de algunos otros que en este momento 
están en proceso de transformación. En primer lugar, debemos comprender la actitud que tuvo 
tradicionalmente el derecho del trabajo de Uruguay ante el trabajador rural. Hay un fenómeno 
histórico, y es que el derecho del trabajo enlodó al trabajador rural y lo segregó y discriminó 
expresamente durante noventa años. Podría ser que estuviéramos a punto de modificar un error 
histórico, ya casi centenario. 


Además, esta es una época muy especial; este fenómeno no ocurre por casualidad en este momento. Este 
fenómeno es contemporáneo de otras transformaciones de orden jurídico en el mundo. Actualmente, los 
derechos humanos toman un lugar distinto en la posición de los derechos. La estructura del ordenamiento 
jurídico mundial está transformándose y esto se debe al reconocimiento de que existen algunos derechos 
inalienables e irrenunciables por sus titulares, que tienen algunas características especiales. Una de ellas es 
que hay visión distinta de la igualdad cuando aparece el concepto de derechos humanos, que trae el concepto 
de la discriminación. Y ese concepto de discriminación, a lo mejor, también está metido es posible que 
inadvertidamente en el proyecto que nos ocupará en un momento. 


También hay otros aspectos contemporáneos que no pueden ignorarse. El mundo está sufriendo una 
transformación, que muy a menudo se le llama "revolución alimentaria", que coloca a nuestro país en una 
situación excepcional en su historia. Lo que está ocurriendo en este momento en cuanto a la alimentación en 
el mundo pasa, fundamentalmente, por nuestro país y, necesariamente, por las personas que trabajan en la 
producción rural. Entonces, esa enorme capacidad cultural que tiene el Uruguay para exportar, para manejar 
un animal y la agricultura tampoco se puede dejar de tener en cuenta. 


Vamos a terminar de hablar del panorama de los problemas del Derecho en materia de los derechos del 
trabajo rural y comencemos a referirnos al proyecto de ley que nos ocupa, sobre el que tengo algunas 
pequeñas cosas que decir, que supongo que han escuchado muchas veces. 


El proyecto es absolutamente necesario. Durante mucho tiempo, como estudiante del derecho del trabajo, me 
sentí avergonzado de ser uruguayo, de provenir de un país rural que vive de sus trabajadores rurales y que los 
segregó del régimen de la limitación de la jornada laboral durante noventa años, y sin explicación alguna. 

Eso está a punto de cambiar y bienvenido sea que el Parlamento de una buena vez liquide esa discriminación 


histórica. Pero lo grave, a mi entender, es que el proyecto que está a estudio soy amigo personal de alguno de 
sus redactores es malo, es confuso, es injusto y es casi inaplicable. Eso es, concretamente, lo que hay que 
decir. 


Los artículos 1* y 2* de este proyecto dicen que los trabajadores rurales tendrán una jornada de un máximo de 
ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales, pero en el artículo 3” se dice que no, que el sector 
fundamental del trabajo rural, es decir, los trabajadores de la ganadería, de la agricultura y del secano, no 
tienen limitación de ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales, ahí se dice claramente que tienen una 
jornada normal de nueve horas. Hay que entender que no se está hablando de una jornada de ocho horas para 
los trabajadores rurales, sino de una de nueve horas, y que esa discriminación, en perjuicio de un sector de los 
trabajadores del Uruguay, no tiene explicación conocida. 


Todo el mundo manifiesta ser partidario de la limitación de la jornada de los trabajadores rurales, pero nadie 
explica por qué razón se proyecta que ese régimen debe ser distinto al de los demás trabajadores. Se debe 
advertir algo muy importante. Nadie niega que es necesario que se hagan horas extras y todos los demás 
trabajadores las hacen. Tampoco se niega la obligación que tiene el trabajador de prestar su colaboración 
cuando ocurre algún desastre u otro tipo de cosas; es más, este proyecto de ley debería establecer y no lo hace 
que el trabajador tiene esa obligación en determinadas circunstancias. Pero, además, nadie niega que hay un 
mecanismo de regulación de las ocho horas de trabajo, que es el único que efectivamente existe en el derecho 
uruguayo. Me refiero a que si se excede la jornada de trabajo porque es necesario, porque el patrón lo pide o 
porque se dan determinadas circunstancias se paga, y se hace de manera fuerte; se paga el doble para que el 
tiempo no se exceda por gusto. El único mecanismo que tiene el Derecho Laboral para asegurar la limitación 
de la jornada no es la Inspección Nacional de Trabajo o la acción sindical, sino el bolsillo del patrón. Si a este 
se le dice que puede recurrir al trabajo extraordinario tiene derecho a hacerlo los trabajadores van a cumplir, 
pero le debe costar el doble para que comprenda que está lesionando la salud de sus empleados y que estos 
están extendiendo su jornada por circunstancias especiales.. Y lo que el proyecto hace es exactamente negar 
eso, negar el mecanismo de coerción real que tiene el derecho del trabajo. No les voy a contar a ustedes que 
la expresión "de trabajo" hace lo posible, pero hace muy poco en materia de control de jornada de trabajo. 


Se establece una limitación para los trabajadores de la ganadería: se les impone la posibilidad de que trabajen 
nueve horas por día. El proyecto pretende entender que esas nueve horas que no se pagan aparte sino que, 
según el proyecto, se pagan después de la novena; eso está clarísimo y todos los que lo leyeron lo saben, que 
esa jornada de trabajo se descuente de otras que el trabajador no trabajó durante su jornada de trabajo. Esto 
contradice toda la teoría del Derecho del trabajo, toda la jurisprudencia y todo lo que los juristas han hecho 
en torno del derecho del trabajo. El trabajador asume la obligación de estar a la orden; si no trabaja es porque 
el patrón le manda no trabajar. Si en determinadas circunstancias el trabajador tiene un minuto de descanso 
en su jornada de trabajo como, por ejemplo, si no entró una cliente a la boutique del centro comercial, no hay 
que poner un reloj de taxímetro a la empleada de tienda y decirle que mientras no entre nadie, acuérdese de 
que le estoy contando ese tiempo para recuperarlo después. No. El trabajador cumple su jornada poniéndose a 
disposición del empleador, y el empleador paga esa jornada totalmente porque dispone del trabajador ajeno. 
Allí aparece el tema de distribución de la carga de fenómenos sociales. ¿Por qué el empleador debe tener una 
pérdida relativa de pagar un trabajo que no recibe, por ejemplo, durante una lluvia prolongada por la cual no 
se puedan realizar determinadas actividades? No puede porque él debe correr los riesgos, porque él es quien 
recibe la ganancia. Es la esencia del trabajo asalariado que el trabajador no corre riesgos, no pierde su trabajo 
porque el patrón no esté trabajando, que es lo que dice este proyecto de ley. 


¿De qué ahorro de tiempo se le puede estar hablando a un trabajador rural que trabaja nueve horas por día, 
con un descanso intermedio de dos, o sea un total de once horas por día? ¿De qué tiempo se le puede estar 
hablando? ¿Del tiempo que fue atrás de un árbol para hacer sus necesidades fisiológicas? ¿Del tiempo que 
descansó, apretó la cincha y siguió viaje? ¿Ese es el tiempo de descanso del que habla el proyecto de ley? 
¿De cuál otro habla? ¿Cuál es el cómputo que la ley propone que se haga con el tiempo que no trabaja? 
Cuando no trabaja también está cumpliendo con su obligación, como todos los demás trabajadores del 
mundo: el camionero, el empleado de tienda, el empleado de banco, el médico y todos los trabajadores no 
están trabajando constantemente. Al único como decía el otro día un periodista con gracia, pero que es algo 
muy cierto que le van a poner un chip para ver qué hace durante las nueve horas de trabajo es al peón rural. 


Adviertan que lo que se está proponiendo no solamente es injusto sino que, además, es imposible. Se está 
suponiendo que cada patrón lleva una cuenta corriente con los minutos que trabaja o no un trabajador 


determinado para decirle: "No te olvides de que el miércoles pasado, cuando tuviste que bajarte del caballo 
para abrir aquella portera, estuvimos un rato conversando de a pie, sin trabajar ninguno de los dos y esa es la 
media hora que te estoy reclamando ahora". Eso es lo que dice el proyecto, y no solamente lo dice de una 
manera imposible de cumplir sino, además, de una manera confusa. Ustedes son los legisladores, pero lo peor 
que puede hacer un legislador es una ley confusa, una ley que no tenga un mandato claro de quién debe 
cumplirla. Y ustedes, que leyeron el proyecto como yo e hicieron el esfuerzo por tratar de entenderlo, saben 
que es terriblemente confuso, que dice dos veces lo mismo de distinta manera, que llama jornada normal a la 
jornada excepcional en un capítulo y en otro, que habla de un trimestre que no dice cuándo empieza; es 
inaplicable. Habla de una cuenta trimestral. ¿Desde cuándo? ¿Desde el día que trabajé o desde el 1” de enero 
al 1% de marzo? No lo dice. Habla de un trimestre. ¿Habla de un trimestre distinto para cada uno? ¿Desde el 
día que no trabajé se genera un trimestre para compensar un día cualquiera que me necesite todo el horario? 


Realmente es cosa de locos lo que dice el proyecto, sin necesidad alguna. No creo que haya necesidad de 
proponer un proyecto, porque el sindicato de los trabajadores rurales UNATRA elaboró una iniciativa, con la 
cual no tengo mayores reparos. Creo que alcanza con que a este proyecto que tienen a estudio le quiten los 
artículos 4? y 5” para que cambie sustancialmente. Se establecen jornadas de ocho horas y que los 
trabajadores rurales tienen, como todos los demás trabajadores del Uruguay, el derecho a cobrar horas extras 
cuando trabajen más de esas ocho horas, y se acabó la conversación. Todo lo demás está demás, y de lo que 
está demás también hay cosas que conviene detenerse a expresarlas. El proyecto de ley repite una solución 
correcta y tradicional, que todo el mundo y que la cultura del trabajo en el Uruguay ha aceptado: el descanso 
intermedio es imprescindible, según la actividad. 


Hay dos grandes regímenes: el de jornada entera y el de jornada continua. El régimen de jornada continua 
tiene un descanso intermedio más corto que se computa como tiempo de trabajo. Es decir, cuando el descanso 
intermedio es de media hora, se trabajan siete horas y media, y cuando el descanso intermedio es de más de 
dos horas, se trabajan ocho y se descansan dos, haciendo un total de diez horas. Eso, sin explicar por qué, la 
ley se lo impone obligatoriamente a algunos patrones rurales y a algunos trabajadores rurales. Los 
empresarios de la agricultura de secano y de la ganadería extensiva tienen, por mandato de la ley, un régimen 
de jornada interrumpida por lo menos con dos horas de descanso diarias, con la posibilidad de que sea más. 
Por las características del trabajo rural, en los meses de verano, es necesario que sea más. 


Se les impone, como a ningún otro patrón, un régimen de jornada. Lo normal es que el patrón disponga que 
la jornada sea continua o discontinua eso lo negocia con los trabajadores o no según su necesidad. A esos 
patrones se les impone un régimen de jornada continua y adviertan lo peor de todo contra la realidad. Hoy en 
día, en la agricultura de secano, en la soja, se están trabajando tres turnos de ocho horas. Los empleadores 
son conscientes de que la fuerza del ser humano no da para más de ocho horas, y se hacen tres turnos de ocho 
horas. Esto, al imponer el descanso intermedio de dos o tres horas, impone la extensión de la jornada de dos 
turnos de ocho horas. ¿Para qué? ¿Para qué se impone a los trabajadores una jornada excesiva cuando existe 
la posibilidad de hacer una jornada normal? ¿Para qué se le impone al esquilador, en el período de zafra de 
esquila, una jornada de nueve horas si trabaja a destajo? Si los esquiladores trabajan a destajo, lo normal es 
que cuando excedan la jornada el destajo se duplique, entonces, verán cómo la gente empieza a descansar un 
poco más. Pero si realmente se necesita, si realmente está por venir el temporal y demás, entonces hagamos 
el régimen de jornada excepcional, que es el doble del régimen intermedio. Ninguno de los problemas de la 
jornada son peores en el medio rural que en el medio urbano. Es más, estoy casi seguro de que es mucho más 
difícil en la industria; es mucho más difícil apagar un horno que sacar una vaca de un arroyo, fuera de la 
jornada. La industria del vidrio que se acaba de abrir hace unos días no puede apagar su horno; sin embargo, 
nadie cree que por ese fenómeno se deba obligar a los empleados a trabajar más de ocho horas o se tenga que 
hacer un cómputo especial. Ese es un tema que hay que resolver estableciendo turnos; si ocho horas no 
alcanzan, se establecerán tres turnos de ocho horas. Eso es, repito, lo que está sucediendo con el cultivo de la 
soja, pero también lo que ha sucedido tradicionalmente con el trigo, la cebada y todos los cultivos que 
integran la agricultura de secano. 


Por último, quiero referirme a algo que no conversé con los amigos agrónomos. Utilizar la expresión 
"agricultura de secano" es otra olla de grillos; incluir en un texto jurídico una terminología propia, una 
terminología que tiene un sentido distinto en determinados ámbitos, no deja de ser un problema. Cuando 
pregunto qué pasa con la naranja, me contestan que no forma parte de la agricultura de secano. Supongo que 
no es agricultura de secano porque requiere riego. Sin embargo, me dicen que no, que no es agricultura de 
secano porque es un cultivo de granja. 


De manera que esto es muy complejo. Introducir un término nuevo, cuando de lo que estamos hablando es de 
la ganadería y de la agricultura extensiva, puede ser una dificultad máxima; entiendo que esa será una de las 
tantas dificultades que traerá la aplicación de esta ley. 


Yo no comprendo por qué se hizo este proyecto de ley. Tengo el mayor respeto personal por sus autores, pero 
no comprendo por qué elaboraron este proyecto, no comprendo por qué se inventó una limitación de la 
jornada inaplicable, incontrolable para un sector de trabajadores a los que se les niegan las horas extra y que 
están manteniendo la economía del país con un salario de $ 5.000 o de $ 6.000. Un cuidador de autos de 
Montevideo gana más que un peón rural que tiene cien años de cultura de trabajo rural, que tiene la riqueza 
intelectual del Uruguay de saber cómo se maneja la ganadería y la agricultura. A esa persona le estamos 
fijando un salario mínimo de $ 5.000, y le estamos diciendo también que cuando haya necesidad de que 
trabaje horas extra no se las vamos a pagar, sino que se las vamos a descontar de aquel ratito que fue detrás 
del eucalipto y volvió; en lugar de pagarle, se lo vamos a descontar de ese ratito. 


Quedo a sus órdenes. 


SEÑOR TOMASSINA.- Soy encargado del Departamento de Salud Ocupacional de la Facultad de 
Medicina. Fui convocado por el Pro Rector Humberto Tomasino para dar la visión de este proyecto de 
ley desde la perspectiva de la salud. 


El profesor Mantero fue muy claro cuando hizo referencia a algunas dificultades de aplicación del proyecto 
de ley. Desde el Departamento, nosotros visualizamos como un avance el hecho de que se planteara el control 
de la jornada laboral, en la medida en que ese sector es de alta siniestralidad. Históricamente, en cuanto al 
accidente laboral y mortal, este sector ha estado siempre en primer lugar, conjuntamente con el sector de la 
construcción, quizás con la dificultad de la visibilidad social que tienen los trabajadores rurales en general. A 
manera de ejemplo, nosotros analizamos los accidentes laborales mortales ocurridos en lo que va del año, y 
constatamos que al mes de junio hubo cinco accidentes mortales, todos casos de trabajadores jóvenes, 
inclusive, uno de ellos, un adolescente de diecisiete años. Teniendo en cuenta lo que nos significa hoy como 
país, el tema demográfico, entiendo que parece sensible pensar en acciones que de alguna manera permitan 
disminuir esa siniestralidad. Evidentemente, el accidente laboral tiene múltiples causas, desde la misma 
condición de inseguridad y el riesgo que significan determinados procesos productivos propios del sector, 
pero también hay una variable que siempre está presente, que tiene que ver con el aspecto personal, con el 
llamado "error humano" entre comillas; está estudiado y se sabe que la fatiga, es decir, la situación que se 
genera luego de un excesivo esfuerzo físico, tiene mucho que ver. Y la tarea del trabajador rural demanda un 
esfuerzo fisiológico importante. 


Por lo tanto, lograr jornadas laborales que respeten los descansos fisiológicos de alguna manera también 
permite disminuir esa fatiga que puede ser causa de algunos de esos accidentes laborales. Teniendo presente 
la multicausalidad del accidente y el impacto que tiene sobre el trabajador y sobre la población rural en 
general, nos parece que es un elemento a tener presente. De manera que entendemos necesario generar un 
proyecto de ley que permita respetar esos tiempos fisiológicos. 


El otro elemento que queremos aportar desde el área de la salud es que frecuentemente los procesos 
degenerativos vinculados a alteraciones osteoarticulares por la demanda de la carga física es causa de 
incapacidades laborales. En el caso de un trabajador rural, esto significa incapacidad parcial para desarrollar 
su tarea, y luego tiene una gran dificultad para insertarse laboralmente en otros procesos productivos. Lo que 
se sabe, desde lo ergonómico, es que siempre que se pueda limitar esa carga, de alguna manera se disminuye 
esa consecuencia a largo plazo. Esto tiene una repercusión directa en aspectos que hacen a la carga social que 
significan al país estas situaciones de incapacidad laboral para trabajadores rurales. 


Ese es el otro aspecto que entendíamos importante. Sin duda, cuando hablamos de los temas de salud 
ocupacional, en general, el sector rural es bastante más complejo. Me parece que el hecho de abordar el tema 
de los tiempos de trabajo es una señal importante para ir tratando de buscar soluciones a la salud del 
trabajador rural, que en definitiva es el que genera gran parte de la riqueza de nuestro país. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es un gusto participar de esta reunión con el fin de brindar estos aportes desde 
la Universidad. Soy profesor universitario, Director de la Estación Experimental "Profesor Bernardo 


Rosengurtt" de la Facultad de Agronomía, en Cerro Largo. A propuesta de la Universidad de la 
República, en este momento estamos integrando el Directorio del Instituto Nacional de Colonización. 


Queremos aportar la visión y la experiencia que hemos venido recogiendo como docentes universitarios pero 
también como pobladores del interior, dedicándonos gran parte del tiempo a esta actividad en el interior y en 
el medio rural. No hay duda de que todos los elementos que se han venido volcando por parte de nuestra 
delegación son fácilmente verificables hoy en la realidad cotidiana de nuestra tarea rural. Es decir, el 
trabajador tiene que realizar un esfuerzo físico que a veces que ni él mismo controla, y esos excesos no son 
adjudicables a la obligación del patrón de ejercer esa tarea, sino que más bien es la característica propia de la 
tarea rural. Lo cierto es que toda esta tarea rural se ha venido construyendo sobre la desregulación. Es decir, 
la mayor parte de la gente nunca tuvo presente que por ser trabajador rural no necesariamente debe trabajar 
doce o catorce horas al día, ya que tendría que ejercerse legalmente el mismo derecho que una jornada 
limitada de trabajo, porque necesita su tiempo para descansar, recomponer su físico para estar habilitado para 
desarrollar otra jornada al otro día. A su vez más allá que en muchos casos el trabajador rural no viva con su 
familia en el establecimiento, producto de nuestra cultura y de cómo se ha venido llevando adelante la 
producción en nuestro país, necesita socializar con sus congéneres y compañeros de trabajo. 


El medio rural también implica algunas condicionantes que a veces tal vez nos planteen dificultades para 
armonizar e implementar políticas que en otros sectores laborales son más fáciles. Es decir, en la tarea rural 
de la ganadería el establecimiento de los turnos es difícil porque, en primer lugar, muchos establecimientos 
están lejos de los centros poblados donde hay mayor disponibilidad de mano de obra. Entonces, el relevo 
cada ocho horas para el peón que sale a recorrer es inaplicable. La lógica de una jornada acortada, con un 
espacio importante de descanso, es lo que a veces nos permite encarar esa jornada de todo el día. 
Lógicamente, si el trabajo excede a eso, no hay ninguna explicación que justifique que ese trabajador no 
tenga derecho a cobrar horas extra, porque en campaña se pueden hacer horas extra. No solo en los 
establecimientos fabriles o en dependencias públicas hay relojes para controlar el horario, no solo se pagan 
horas extra cuando se marca una tarjeta en el reloj, sino que existen innumerables formas para que el contrato 
de relación laboral implique controles horarios para satisfacer el pago de horas extra. Esto también es posible 
en el medio rural. 


En la agricultura desde hace mucho tiempo se viene trabajando en régimen de turnos, sobre todo en las 
épocas picos, cuando hay zafra de cosecha, de preparación de suelos o de siembra. Entonces, en algunos 
establecimientos, en virtud de la forma en que se está implementando la ganadería hoy, sería posible 
organizar tareas por turnos. Sin embargo, como lo explicaba el doctor Mantero, la ley en ciertos casos 
encorseta tanto que es confusa y, en otros, obliga a aplicar determinado régimen que limita mucho la 
necesidad de articular que existe actualmente. Hoy la ganadería no se limita solo al peón que debe recorrer a 
caballo, sino también a que el trabajador rural ganadero tenga que andar en tractor racionando animales, 
separando lotes de animales, dando condiciones al animal para establecer si necesita priorizarlo en la 
asignación de forraje, separar los animales que van a entrar a la franja, de los que irán a la cabeza de la 
rotación o en la cola, que comerán el refugo que dejaron los otros. Estas tareas lógicamente están llevando a 
una especialización en el trabajo rural, y este proceso debería acompasarse reconociéndose los otros 
derechos, de la limitación de la jornada en el tiempo y que cuando se exceda la jornada laboral se paguen las 
horas extra. 


Si en la coyuntura favorable de precios en la que está nuestro país para la venta de productos agropecuarios 
estos factores no se ponen a favor del trabajador, se acrecentarán las desigualdades, porque esto en general 
queda entre lo que es la diferencia de los gastos operativos, del que forman parte los salarios, y el verdadero 
ingreso sobre el capital que se invirtió. En ese sentido, pensamos que este proyecto no regula en igualdad de 
condiciones y, sobre todo, genera una inconsistencia; creo que será más difícil que el trabajador rural se 
ponga de acuerdo con el patrón para saber cuándo va a tener libre esa "horita" por trabajar nueve horas que 
para saber cuántas horas extra hizo y que se las debe pagar el patrón. Además, en el trabajo existe otra 
esencia: la hora extra la voy a exigir y pagar si me conviene; si no me conviene económicamente esa 
ecuación no se aplica. Por ende, voy a tratar de que la actividad se cumpla dentro de las ocho horas, porque si 
tengo la capacidad de regular que la actividad se cumpla dentro de las nueve horas, de hecho, todos los días, 
le voy ganando esa "horita". Creo que esta no es la forma de poner en igualdad de condiciones a los 
trabajadores de este país. 


Por otra parte, creo que somos un país agroexportador. Nuestras divisas ingresan a partir de exportaciones de 
la agropecuaria, y realmente en la cultura del trabajo agropecuario se deben dar señales para que el Estado 
proteja el derecho de los trabajadores rurales, y también aprobando otras leyes que protejan los derechos y la 
identidad de los productores rurales. En este caso, parte de esa cultura como país productor de alimentos y de 
productos agropecuarios está en evidenciar que quienes son los braceros de ese sector tengan sus derechos 
establecidos, sean respetados y los puedan ejercer en igualdad de condiciones que el resto de los trabajadores. 
Esto es posible. 


Por supuesto, hay condiciones en el trabajo rural que no van a cambiar por aplicarse un régimen de ocho 
horas; el trabajador rural tendrá que seguir viviendo en el establecimiento. El trabajador rural se transforma 
en el verdadero vigilante del establecimiento, porque aunque esté durmiendo está atento, y si alguien llega 
fuera de hora y los perros ladran se levanta, porque muchos patrones viven en la ciudad, inclusive, quienes 
van todos los días a trabajar. Por lo tanto, el que desempeña una tarea vigilante, honoraria, que la realiza 
porque vive allí, es el trabajador rural. Esto no va a cambiar, porque trabaje ocho horas, y estoy seguro de que 
no habrá trabajadores rurales demandando el pago de horas extra porque se tuvo que levantar a las doce de la 
noche a atender a unos pescadores que llegaron, con el permiso del patrón, para entrar al río. El trabajador le 
dirá que sí, porque viene con la orden del patrón, y no le va a cobrar horas extra. 


Una norma debe establecer derechos claros, y por eso nos afiliamos desde este grupo de trabajo universitario 
a que tiene que respetar las ocho horas para los trabajadores. 


SEÑOR ROCHA.- Represento a los trabajadores en la Junta Nacional de Empleo, organismo 
tripartito creado por una ley en 1992 en el que están representados el Poder Ejecutivo, las Cámaras 
empresariales, de comercio y la de industria, y el PITCNT. 


Uno de los objetivos principales de la Junta Nacional de Empleo es la capacitación profesional. En los 
Programas de la JUNAE mujeres, jóvenes, discapacitados; mi comprendimiento hay uno en el que apostamos 
mucho, que es el de capacitación laboral del trabajador rural. 


Desde este ámbito porque siempre me gusta decir desde qué lado del mostrador uno ve el mundo para decir 
determinadas cosas hablamos como trabajadores organizados y desde esa práctica de nuestra función en la 
formación profesional. 


Hace más de doce años personalmente hace más de treinta recorremos todos los pueblos del interior donde 
hay trabajadores, en particular asalariados, aunque la Junta Nacional de Empleo no solo está dirigida a 
asalariados sino también a pequeños productores y pobladores. En el interior nos encontramos con muchas 
realidades, de las que hemos aprendido, y quisimos transmitir parte de ese aprendizaje en esas reflexiones en 
voz alta que acabamos de entregar a la Comisión en este libro que estamos presentando prácticamente en 
todas las capitales departamentales del país. Es interesante cuando nosotros vemos por ahí cómo en este 
momento hay una sensibilización en torno al tema de las ocho horas. Quiero aclarar que el libro no fue 
realizado para fundamentar el tema de las ocho horas, sino que fue muy anterior y abarca la necesidad como 
bien decía el señor Elías recién de visualizar a los trabajadores rurales, porque estamos convencidos no 
nosotros desde una visión urbana, sino desde la visión de los trabajadores que es un sector que pasa 
desapercibido para la sociedad. Recién el profesor Tomassina decía que cuando hay un accidente con algún 
trabajador de la construcción, toda la sociedad se entera por lo menos, la metropolitana, y está bien que así 
sea, desde el punto de vista de la sensibilidad, pero suceden casi el mismo número de accidentes en el medio 
rural y nosotros ni nos enteramos porque, repito, los peones rurales constituyen un sector de la sociedad que 
no existe en el imaginario social uruguayo. Es a esos peones rurales en particular, de la ganadería extensiva, 
de la agricultura de secano, como bien decía el doctor Mantero, refiriéndose a la agricultura que no tiene 
necesidad de agua en términos de apoyo de afuera y al tambo a los que se intenta referir este proyecto. 


En ese sentido, como trabajadores y como integrantes desde la representación de los trabajadores en la Junta 
Nacional de Empleo, apoyamos totalmente el adelanto que esto significa. Durante los años 2005 y 2006, 
nosotros estábamos de un lado del mostrador; los trabajadores, las empresas agropecuarias que sabemos que 
muchas de ellas por no decir todas han pasado por allí, así como también el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Es allí donde comienza ese proceso de 
negociación. Finalmente, las gremiales agropecuarias no acompañan la última acta y sí lo hacen los 
trabajadores rurales, pero con salvedades. Una de ellas tiene que ver con ese tema al que ya se han referido 


los compañeros que han hablado antes, muy calificados en el tema, de la no aplicabilidad en la realidad de 
esa famosa novena hora. Nosotros expresamos como lo dicen los compañeros y los trabajadores que el otro 
día estuvieron en este mismo espacio que debemos tratar de que se apruebe una ley que establezca las ocho 
horas de trabajo, como sucede con el común de los trabajadores. 


Este sábado vamos a presentar el libro en Quebracho, departamento de Paysandú y en las presentaciones 
hemos repetido casi siempre las mismas cosas. En pleno siglo XXI los asalariados no tienen ocho horas de 
trabajo. Pero nosotros no quisiéramos que en unos meses los trabajadores rurales principalmente de la 
agricultura, de la ganadería y de los tambos tuviéramos ocho horas, pero que alguno de los artículos que las 
reglamentan como bien lo señalaba el doctor Mantero fuera inaplicable por la realidad. 


En cuanto al trabajo que realizamos en la Junta Nacional de Empleo, me gusta decir algo que aprendí uno 
aprende mucho en el trabajo rural- de una ingeniera agrónoma de Rivera, Carolina Muslera, quien decía que 
el peón que solamente fuera bichero no existe más, por eso la necesidad de la capacitación y de que ese 
trabajador en particular, de la ganadería, de la agricultura y de los tambos tenga la posibilidad de una jornada 
laboral común y corriente, como cualquier trabajador. 


En estos días, repito, hemos recorrido los medios de comunicación con el pretexto de la presentación del 
libro, y se ha generado un ida y vuelta. Muchas veces nos damos cuenta cómo el imaginario social uruguayo 
está permeado de dificultades para ver que los rurales también pueden tener una jornada de ocho horas, como 
cualquier trabajador de la ciudad, de los servicios, de la industria. Recuerdo cuando hace poco presentamos el 
libro en Paysandú y alguien del público preguntaba qué pasa si llueve. Le contestamos que si llueve le pasa lo 
mismo que a cualquier trabajador de la ciudad, de la industria, del comercio, de los servicios. 


En resumen, nosotros apoyamos este avance en la legislación, aunque nos parece que es incompleto y que 
hay que hacer correcciones, porque entendemos que es posible mejorar en función de ese sector repito, no 
visualizado y discriminado, y estamos pretendiendo que pueda surgir un proyecto de ley mejorado en los 
puntos que hemos señalado. 


SEÑORA MORALES.- Integro el Servicio Central de Extensión de la Universidad de la República y la 
Mesa de Trabajo. 


Nosotros nos preguntábamos que podía y debía aportar la Universidad de la República a esta temática de la 
jornada laboral del sector rural. Entonces, haciéndonos esa pregunta y teniendo en cuenta el proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo y las propuestas que fueron surgiendo, como el proyecto de la UNATRA, elaboramos 
una sugerencia, que queremos presentarles con referencia a un proyecto de ley que regule la jornada laboral. 
Dice lo siguiente: "Como Mesa de Trabajo Interdisciplinaria para abordar la problemática general de los 
asalariados rurales, consideramos que la Universidad de la República debería participar en el proceso de 
seguimiento y control del cumplimiento de una ley sobre jornada laboral en el sector rural.- Esperamos que el 
proyecto original se modifique considerando los informes jurídicos tanto de la UNATRA como de integrantes 
de la Mesa de Trabajo, el debate realizado" sobre el que ya les contó el ingeniero agrónomo Elías "y las 
visitas de las delegaciones (...) y que de este modo se extienda a los trabajadores rurales el régimen de la 
jornada máxima de trabajo de ocho horas diarias y cuarenta y ocho horas semanales.- La Universidad de la 
República produce conocimiento y determinadas metodologías de trabajo" específicas "que pueden aportar al 
monitoreo de la aplicación del proyecto modificado, con un enfoque interdisciplinario: derecho, psicología, 
agronomía, veterinaria, sociología, salud ocupacional" y diversas disciplinas más. Por lo tanto proponemos 
que el artículo 12" del proyecto original imagino que ahora no será artículo 12; será otro que refiere a 
Facultades de seguimiento "se amplíe incorporando a la Universidad de la República". 


Como sugerencia, podría quedar redactado de este modo: "A este espacio tripartito también podrá integrarse 
la Universidad de la República, a través de sus Facultades, Institutos, Servicios y Escuela, en el entendido de 
que por su ley orgánica le compete contribuir a identificar y resolver problemas de interés general y que la 
misma puede aportar un abordaje interdisciplinario a la temática". Esto es lo que nosotros creemos que le 
compete y que es su obligación. Por lo tanto, esperamos que se pueda hacer un trabajo conjunto entre el 
Parlamento, la Universidad, la UNATRA, los trabajadores rurales y la JUNAE. 


Les voy a entregar el informe jurídico realizado por el doctor Mantero, como un aporte más. 


Vamos a hacer una publicación de la jornada del 24 de abril y los vamos a invitar a su presentación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es un gusto recibir a este grupo interdisciplinario que nos visita en la 
mañana de hoy. Además, creo que corresponde agradecerles la visión que nos transmitieron que, por 
supuesto, enriquece el análisis y, por lo tanto, hay que incorporarla a trabajo. Desde este punto de 
vista, creo que han sido muy claros en sus exposiciones así que me ha quedado bastante certero el estilo 
de la visión que aquí se ha transmitido. 


Quiero formular un par de preguntas, una tal vez de carácter institucional, pero no menos importante. Acá se 
ha invocado a la Universidad de la República en dos aspectos. El último aspecto tiene relación con esta 
sugerencia de incorporar a la Universidad a la Comisión de Seguimiento, lo que creo es muy atendible e 
interesante, y he tomado debida nota de ello. Antes se manifestó que aquí está representada la Universidad, y 
sin duda lo está. La pregunta concreta es con qué alcance lo está, y explico por qué. Quisiera saber si 
podemos tomar esta opinión que hemos escuchado, que ha sido muy comprometida, clara y contundente, 
como la opinión de la Universidad en el sentido más amplio, incluyendo, por ejemplo, al Instituto de Derecho 
Laboral. Obviamente que tenemos aquí una presencia calificadísima como la del profesor Mantero y todos 
los que somos egresados de la Universidad de la República sabemos de quién se trata. Sin perjuicio de ello, 
queremos saber si esta opinión es también la del Instituto de Derecho Laboral, porque eventualmente 
podríamos recabar otra opinión o podríamos dar por conocida la posición de toda la Cátedra, si fuera esta. 
Quiero que sepan interpretar esta pregunta, ya que no tiene doble intención ni mucho menos. Se trata de 
opiniones distintas que la Comisión está recabando; es a los efectos de la agenda de la Comisión. 


Quisiera hacer unas consultas muy concretas al profesor Mantero con relación a los distintos aspectos que 
quiere regular este proyecto de ley del Poder Ejecutivo, que aquí ha sido enfáticamente defendido por el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y por el señor Ministro interino de Trabajo y Seguridad 
Social, doctor Bruni. Desde mi punto de vista, este proyecto ha recibido valoraciones más bien ambiguas por 
parte de las organizaciones de patrones del sector empleador y una opinión crítica del sindicato, como es 
notorio. 


Me quedó clara la oposición del profesor Mantero al régimen de la novena hora y supongo que ya sé la 
respuesta. El hablaba de que habría que eliminar los artículos 4* y 5%. Supongo que en eso también incluye al 
artículo 3”, donde se habla de la posibilidad de compensar la novena hora. 


Con relación al descanso intermedio, él hacía referencia a que parecía imponerse el sistema de trabajo 
continuo y a que se descartaría la jornada entera. Sé que la redacción del artículo 5” no es nada feliz; hace 
referencia al caso de que la jornada sea continua. Podría llegar a interpretarse que ahí no hay una imposición, 
que en caso de que sea continua se aplicará la media hora remunerada, cosa que además surge del régimen 
general y no excluiría necesariamente la jornada entera. Habría que mejorar la redacción. Solicito al profesor 
un comentario adicional en ese sentido. 


En el artículo 7”, con relación a la ganadería y a la agricultura de secano, se prevé el descanso como una 
facultad del empleador. También me gustaría que hiciera un comentario con relación a eso. Quisiera saber si 
no es dar una excesiva discrecionalidad o un excesivo poder al empleador si se le permite establecer, sin que 
medie acuerdo de partes en estos rubros de actividad, el régimen del descanso intermedio. 


Reitero el agradecimiento de quienes hoy nos visitan. Ratifico que la pregunta de carácter institucional tiene 
el sentido estricto que yo mencioné, independientemente de que mañana podamos recibir una opinión similar 
o diferente desde otro ámbito de la Universidad. Todas las opiniones son de enorme jerarquía, como sin duda 
lo es la que acabamos de escuchar. 


SEÑOR CABRERA CASAS.- Es muy rico el tema y hay muchos puntos por donde abordarlo. Quisiera 
hacer algunas preguntas y algunas reflexiones en esta lógica de buscar una solución que sea la más 
adecuada a la realidad. 


Quisiera formular una pregunta al doctor Tomassina. Uruguay tiene la particularidad de que las estadísticas 
de los accidentes de trabajo las lleva un banco. Además, las enfermedades profesionales también las maneja 
un banco y no un instituto ajeno a él. O sea que quien define qué es una enfermedad profesional, a su vez es 
el que paga, con lo cual actúa con lógica de banco. Este es un defecto grave que tenemos en la salud 


ocupacional en el Uruguay; otras veces lo hemos manejado y en algún momento tendremos que empezar a 
analizar este tema. Si uno mira las estadísticas del Banco, advierte que los rubros construcción y agricultura 
están primeros en la tasa de siniestralidad. Tengo la sensación de que esto tiene relación directa con la 
utilización del sanatorio del Banco de Seguros del Estado. Generalmente, el trabajo rural utiliza más el 
sanatorio del Banco de Seguros del Estado, porque se traslada allí a los trabajadores. Es decir que cualquier 
ingreso incide en la estadística, más allá de la entidad del accidente: un corte, la utilización de una venda. 
Generalmente, en la construcción la entidad del accidente es superior; los accidentes mortales tienen una 
media de diez u once personas anualmente. 


Quisiera saber si se ha detectado alguna enfermedad profesional que pueda tener una directa relación con el 
trabajo agropecuario. Dejo de lado los temas de los agrotóxicos y de la contaminación específica. Mi 
pregunta es más abierta. Aquí se hizo referencia a procesos degenerativos osteoarticulares. ¿Eso es un tipo de 
sintomatología relacionada con el trabajador rural? La ganadería requiere un trabajo de mucho esfuerzo, pero 
no es de carga repetitiva. Tal vez en otros sectores de actividad industrial la carga repetitiva sea mucho más 
constante. Puede haber una actividad que exija un esfuerzo extremo, pero generalmente es puntual, por lo 
menos como regla general. 


Cuando discutimos la limitación de la jornada, sobre lo que nadie está en desacuerdo, siempre tenemos dos 
variantes. Una es el efecto profiláctico del descanso la esencia de estas normas, efecto que desde su creación 
hasta acá ha ido variando enormemente. Tenemos una legislación, que todos conocemos, que está planteada 
en términos de que efectivamente el descanso se produzca. No podemos limitar la licencia en más de dos 
períodos y uno no puede ser tan chico al grado de que la persona no logre tener un descanso efectivo, 
distraerse y separarse de su actividad laboral diaria. Este razonamiento nos lleva a que muchas veces se 
degenera la limitación y se cobran horas extras que, cuando los salarios no alcanzan, es una manera razonable 
de aumentar los ingresos. Es muy común que el trabajador no quiera descansar y quiera hacer horas extra 
como forma de generar un ingreso superior. No sé si está bien o mal, pero es un dato de la realidad que no 
podemos ignorar. Recién se invocaba la reforma de Córdoba: "Llamemos a las cosas por su nombre", como 
decían los reformistas de Córdoba cuando se decía que no podía haber más silencio en las Cátedras a partir 
del movimiento universitario. 


Estoy cercano a la idea de que el modelo de la novena hora no tiene sentido, aunque no tengo posición 
definitiva sobre esto. Estoy cercano a la idea de que no tiene sentido que no sea extra la novena hora. Tengo 
mis dudas sobre cómo compensar. Hay algunos ejemplos de compensación, inclusive en jornadas de nueve 
horas. El caso más típico es la distribución de la jornada, nueve horas y treinta y seis minutos, para la 
construcción, primero por convenio colectivo primero y, después, por decreto, a efectos de no trabajar los 
sábados. Ese es un caso típico de regulación primero autónoma y después consagrada en un decreto, en el que 
ambos sectores definen alargar una hora treinta y seis minutos la jornada diaria a efectos de liberar un día y 
tener sábado y domingo para estar en su casa. Muchas veces, el empleado termina trabajando el sábado y 
pasa a hacer horas extras de extras. Hay sectores donde se ha priorizado la idea: "Yo quiero volver antes a mi 
casa, quiero estar más tiempo en mi casa". Eso en el sector agropecuario, cuando el trabajador vive en el 
predio, tiene una lógica bastante razonable, ya que es preferible contar con tres días para ir, por ejemplo, a las 
carreras, a la kermés de la escuela y seguir dos días con una penca o ir a correr un raid, que estar sentado en 
su casa todos los días o un sábado de tarde. No veo mal la posibilidad de buscar pequeños espacios de 
licencia por compensación horaria. Pero no sé cuál es la forma o, por lo menos, no tengo una definida. 


El profesor Mantero se refirió, por ejemplo, a las calderas que no se pueden apagar, como las de las plantas 
de vidrio, pero tenemos algunos otros elementos, como las jornadas diagramadas o los trabajos en equipos. 
Hay algunas formas de trabajo para la industria que previó el legislador que no son muy utilizadas en la 
actualidad pero que podrían servir como modelo a fin de compensar el tiempo que transcurra a partir de la 
octava hora, por supuesto con limitaciones, que pueda dar espacios de profilaxis y de alejamiento del trabajo 
superiores. 


Confieso que tengo una idea en mi cabeza que no termino de ajustar en el articulado. Puedo estar de acuerdo 
en que la jornada no necesariamente debe ser como la plantea el Poder Ejecutivo, es decir, que la novena hora 
necesariamente sea compensable y no se compute como extra. Creo que en ese tema podría haber una opción. 
Esa hora podría ser extra o compensable, con determinados parámetros definidos de común acuerdo. Me vino 
a la cabeza el ejemplo de las jornadas de 9 horas y 36 minutos de la construcción; si bien es una jornada 
atípica, se aplica en este sector casi en forma rutinaria. 


Comparto lo que decía el profesor Mantero en cuanto a que en esta norma no se encuentra cuál es el período 
de tiempo para la compensación, porque el trimestre no existe como tal. Tal vez se debería tener en cuenta el 
mes en que se ha realizado, lo que sería un límite de tiempo más razonable, ya que cuando se liquida el mes 
se sabe de qué se está hablando, más allá del trimestre. Sin duda, tal como planteó el señor Ministro, se 
estableció el trimestre teniendo en cuenta los ciclos naturales y que esto quedara comprendido entre más de 
uno de ellos. 


Me pareció muy rica la exposición realizada por los invitados, pero me ha dejado más dudas de las que tenía. 
De todos modos, creo que lo manifestado enriquece las posibilidades en cuanto al trabajo de la construcción. 


Por último, quisiera que se me respondiera la pregunta que le formulé al doctor Tomassina, y otra que va 
dirigida al profesor Mantero. Me gustaría que el profesor hiciera algún comentario sobre lo que planteé en 
cuanto a establecer un régimen similar al de la industria de la construcción. Sabemos que el principio laboral 
es que no se compensa trabajo con trabajo. Por lo tanto, si se cumple tiempo extraordinario, este no se 
compensa con más tiempo; ese es el principio rector de nuestro ordenamiento. De todos modos, me gustaría 
saber si vale una excepción con límites, buscando que el trabajador tenga más tiempo fuera del 
establecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debido a que tenemos que recibir a otra delegación, solicito a los señores 
invitados que sean breves al dar las respuestas. De todos modos, pueden expresar claramente lo que 
consideren. 


SEÑOR MANTERO.- Creo que la primera pregunta se refería a si el texto proyectado establece o no 
una jornada determinada para los trabajadores de la agricultura de secano. El primer elemento 
ineludible a tener en cuenta para dar una respuesta es que estas cosas no pueden ocurrir. Si con la 
experiencia del señor Diputado, con la experiencia del legislador o con la que puede tener quien habla 
en materia de Derecho, se tienen dudas en cuanto a lo que quiere decir el proyecto, quiere decir que 
este no sirve. Si existen dudas en la interpretación de la norma, hay que pulirla para que se interprete 
claramente. Hay que tener en cuenta que esta norma no se va a interpretar por Diputados y abogados, 
sino por trabajadores del campo, que deberán resolver su problema inmediato teniendo en cuenta la 
ley. 


Se me preguntó concretamente si hay o no una jornada rígida para los trabajadores de la agricultura. En ese 
sentido puedo decir que el artículo 5% de este proyecto de ley que es tan confuso, se refiere a los trabajadores 
en general, es decir, a aquellos que en el artículo 1% se les reconoce una jornada laboral de un máximo de 
ocho horas. En cambio, el artículo 7”, que habla del descanso intermedio, se refiere a una jornada larga. 
Entonces, el artículo 5* establece el principio general si la jornada es continua, y el artículo 7” dice que en la 
agricultura del secano el descanso tendrá como mínimo una duración de dos horas corridas. Esto quiere decir 
que la jornada estará interrumpida, es decir, que se trabajan ocho horas y se descansan dos. Y está bien que 
así sea, ya que esto es lo que sucede en cualquier actividad que se realice en el país, pero al establecerse 
expresamente en el artículo 7”, el empleador, responsable por la organización de su producción, se verá 
impedido de establecer un régimen distinto, aunque le convenga a todo el mundo. Por lo tanto, la norma está 
imponiendo una solución rígida; con tanto que le gusta la flexibilización en este aspecto, está imponiendo, 
reitero, una solución rígida, y en perjuicio de las dos partes. Si bien es cierto que se le reconoce al empleador 
la potestad de fijar la extensión del descanso intermedio es necesario que alguien tenga esta potestad, ya que 
el descanso intermedio debe variar según las estaciones, la ley, por otro lado, le dice que nunca va a ser 
inferior a las dos horas, por lo que, necesariamente, la jornada va a ser partida. Y esto no tiene nada que ver 
con la agricultura de secano, porque el tractor se pasa las veinticuatro horas del día trabajando. Con esta 
norma se le está imponiendo a la gente que tiene una forma de trabajar normal, que cumple con la cultura 
laboral del país de ocho horas, la realización de una jornada discontinua, que les hace más difícil y complejo 
el sistema. ¿A santo de qué? ¿A santo de qué tenemos que aclarar el sentido de una ley? Podemos redactar la 
ley clara. 


También se me formuló otra pregunta. 


SEÑOR CABRERA CASAS.- Yo puse como ejemplo las nueve horas Y treinta y seis minutos de la 
construcción, como forma de compensar. 


SEÑOR MANTERO.- Ese es un ejemplo claro de una forma de extensión de la jornada, convirtiéndose 
en jornada ordinaria, pero en ningún caso se sobrepasan las cuarenta y ocho horas semanales. Pero el 
trabajador rural trabaja ocho horas los siete días de la semana, por lo que hace cincuenta y seis horas 
semanales. Por lo tanto, les están haciendo trabajar el domingo dos veces. Entonces, ¿qué voy a 
negociar? 


SEÑOR CABRERA CASAS.- Yo me olvidé de este proyecto, y como soy legislador no adhiero a 
ninguno y voy a proponer lo que me parezca mejor. Entonces, sobre esa base, me parece más adecuado 
contar con un proyecto que establezca un máximo de ocho horas diarias de trabajo, pero que permita 
compensar, tomando un período en que las cuarenta y ocho horas sean promediales en más tiempo, que 
puede ser un mes o dos meses. 


En definitiva, lo que quiero decir es que hay que tratar de limitar la jornada de trabajo para que el trabajador 
pueda descansar, dedicarle más tiempo a su familia o ir al pueblo y no para que busque cobrar más por la vía 
de las horas extra. Porque si lo que se pretende es que el trabajador cobre más se debe cuestionar el valor del 
salario mínimo rural. Cuando hablamos de limitación de la jornada lo hacemos teniendo en cuenta la 
profilaxis del trabajo. Entonces, si hacemos una norma que en los hechos genere la permanente realización de 
horas extras para cobrar más ayudaremos al trabajador económicamente, pero no lograremos lo que 
queremos, que es la realización de jornadas cortas para que este descanse. Tal como dijo el profesor 
Tomassina, lo que queremos es que coincida el tiempo de la fatiga con el tiempo del descanso. No me refiero 
a la novena hora, sino a la octava; yo cortaría en la octava y buscaría una compensación promedial. Aclaro 
que lo tengo en la cabeza, pero no tengo un artículo escrito. Reitero que me acercaría más a la idea de cortar 
en la octava hora. 


SEÑOR MANTERO.- Una realidad del trabajador rural, del trabajador de la ganadería y de la 
agricultura de secano es la lejanía de la familia. Es necesario que ese hombre vuelva a dormir con su 
señora, aunque sea de vez en cuando. Eso tiene que suceder, pero no tiene relación con la duración de 
la jornada sino con el descanso semanal. 


Si sabemos que no hay posibilidad de que pueda volver al pueblo aunque el país está cambiando con las 
motos, de que vuelva a dormir con su señora, vamos a crear la posibilidad legislando al respecto. Pienso que 
el tema está relacionado con el descanso semanal, pero no con la jornada; la jornada debería ser intocable, y 
el recargo por horas extra debería ser tan alto como para que no fuera un incentivo para cobrarlas sino para 
no pedir que se hagan. Que el patrón sepa que si tiene que pedir horas extra, va a pedir un sacrificio de la 
salud de sus trabajadores y a él le va a costar muy caro. Duplicar el precio es una manera de frenar las horas 
extra y no de fomentarlas. Si les parece barato, pónganle un precio más alto. 


Con la falta de sindicalización, con la falta de control de la Inspección General Nacional de Trabajo, ¿qué 
garantías tengo de que se cumpla? Tengo la garantía de que si mando al trabajador a hacer horas extra, le voy 
a tener que pagar el doble. Y ese no es un premio por trabajar, es un castigo por pedir que se trabajen horas 
extra. 


SEÑOR TOMASSINA.- Comparto que la salud ocupacional y esto ya escapa al asunto que estamos 
tratando debe ser encarado como un problema de salud colectiva, de salud pública, y que es necesaria 
su vigilancia. La realidad es que el subregistro de enfermedades profesionales existe en todos los 
sectores y deberíamos ir pensando cómo revertirla. 


En cuanto a las enfermedades profesionales típicas del sector rural, quiero comentar que el cáncer de piel fue 
considerado desde principios del siglo XX como el cáncer del campesino. Se lo asociaba a la 
sobreexposición, al trabajar de sol a sol, más allá de que hoy los problemas ambientales hayan agudizado la 
situación, como el agujero de ozono y otros. Ese es un tema, pero que el cáncer se haya asociado a su tarea y 
que se considere como una enfermedad profesional es otro, aunque el Convenio N* 121 de la OIT habla del 
cáncer de piel como enfermedad profesional, y está entre las que el Banco de Seguros del Estado reconoce 
como tal. 


Por supuesto que hay una problemática vinculada con la exposición a plaguicidas y a agrotóxicos en general, 
tanto en el accidente agudo como en la exposición crónica. Hay neuropatías y trastornos 


neurocomportamentales vinculados a la exposición crónica de plaguicidas. Hay distintos estudios nacionales, 
en particular del Departamento de Toxicología de la Facultad de Medicina, que lo han demostrado. 


También están las zoonosis o enfermedades trasmitidas por agentes biológicos de animales vertebrados a 
trabajadores rurales. De hecho hay brucelosis, fiebre Q, hantavirus en algunas oportunidades es un riesgo 
como tal, carbunco e, inclusive, tétanos, que cada tanto aparecen algunos casos. Tenemos un país que tiene, 
en general, un buen nivel de inmunización, pero los pocos casos de tétanos, que se ven cada dos o tres años, 
ocurren en el sector rural, y tienen mucho que ver con ese ecosistema que significa la presencia del 
Clostridium tetani. 


Las enfermedades degenerativas osteoarticulares no están consideradas como enfermedades profesionales. Es 
un problema complejo. En general, la OIT plantea la multicausalidad, pero una de las causas de peso porque 
se ha visto en la distribución epidemiológica son las tareas de esfuerzo físico realizadas en condiciones que 
superen las características fisiológicas del individuo. Las patologías degenerativas de columna discopatías 
son más frecuentes en aquellos trabajadores que realizan tareas pesadas o que están expuestos a vibraciones 
de todo el cuerpo, por ejemplo, el trabajo en tractor o en maquinaria como la que se utiliza en la 
agroindustria. Este es un factor de riesgo, aunque no es la única causa. Acá no se habla de una causa directa; 
obviamente, hay otros elementos, pero lo que la epidemiología aporta es que hay una mayor prevalencia de 
esta patología en estos trabajadores. Es algo parecido a lo que ocurre en la construcción. 


Entendemos que, obviamente, es necesario incorporar conocimientos al trabajador en cuanto al manejo y 
manipulación de la carga. Hoy el señor Rocha hablaba acerca de la importancia de la capacitación 
permanente en cuanto al manejo de las cargas para atenuar ese problema, pero también está el problema 
referido a los descansos. Eso ha sido estudiado: las funciones fisiológicas en los descansos disminuye. La 
práctica del acortamiento de las jornadas en muchos de los sectores industriales está vinculada a disminuir 
esa sobreexposición; por lo menos desde el área de la salud ocupacional, entendemos que esto se justifica 
también en el trabajador rural. 


SEÑOR ELÍAS.- Voy a responder la pregunta formulada por el señor Diputado Pablo Abdala. 


Voy a hablar en mi doble carácter de universitario y de asesor de la Comisión de Asuntos Agrarios y de 
Secretario del Departamento de Desarrollo Productivo del PIT-CNT. Esta Comisión surge a partir de una 
jornada convocada por el PIT-CNT y Extensión Universitaria, y en ese plenario se aprueba constituir esta 
Mesa. Por lo tanto, esta Mesa convoca a participar a otra gente; es una Mesa abierta, con el carácter plural 
que es tradicional en ámbitos en los que participa el PPECNT y la Universidad de la República y, por 
supuesto, los académicos aquí presentes hablan con toda la autoridad que les otorga su función. 


Evidentemente, la Universidad de la República cuando asume una postura como tal la expresa a través del 
Consejo Directivo Central. Pero, más allá de que la exprese ustedes saben que requiere de una serie de 
procesos que no son rápidos, todas las entidades universitarias siempre pueden hacer valer y sostener las 
opiniones, y ese es el sentido de nuestra presencia acá. 


Por otro lado, esta Mesa quiero aclararlo porque me parece importante no está circunscripta al problema de 
las ocho horas sino a la problemática del trabajador rural. De algunas de las intervenciones que se han hecho 
surge que este sector invisible carece de una serie de normas y reglamentaciones que son necesarias. Por eso 
esperamos concurrir y apoyar otras iniciativas tendientes, por ejemplo, a tener en cuenta las compensaciones 
por trabajos insalubres, las leyes jubilatorias, las compensaciones en cuanto al período laboral en algunas 
tareas, que debe ser mucho menor a las ocho horas, por ejemplo, aquellas que impliquen condiciones 
insalubres como la aplicación de agrotóxicos en determinadas condiciones. Lo que queremos plantear es que 
hay una serie de temas que abarcan al trabajador rural y también a su familia, que no son cosas separables. 
¡Por eso también hablamos de derechos humanos. El señor Diputado Cabrera hablaba de la oportunidad de 
que el trabajador rural pudiera estar con su señora esposa, pero nosotros nos preguntamos si defendemos los 
derechos humanos de los hijos de esos trabajadores rurales que tienen padre una vez por mes. Creo que esos 
son parte de los problemas que van más allá de las ocho horas que preocupan a esta Comisión. Queremos 
dejar sentada nuestra disposición a contribuir a reflexionar y a trabajar en este sentido. 


SEÑORA MORALES.- El Rector de la Universidad de la República está informado del trabajo de esta 
Mesa. El Prorrector de Extensión todos los días recibe información al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes saben, los legisladores de la Comisión estamos de acuerdo con 
aprobar en general el proyecto, ya que estamos contestes en la necesidad de legislar la jornada de ocho 
horas para el sector rural, derecho que le pertenece desde siempre, y con respecto al cual en este 
sentido ha habido una demora histórica que debemos superar. De todas maneras, abrimos la 
posibilidad de recibir a todas las delegaciones vinculadas al tema para luego abocarnos a la discusión 
artículo por artículo de la norma teniendo en cuenta todo el material que recibimos. Desde el punto de 
vista de ese trabajo, el aporte de ustedes en el día de hoy ha sido realmente muy importante. 


Agradecemos mucho toda la información. Estaremos en contacto en próximas oportunidades si así lo 
requiere la discusión del tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mesa de Trabajo para tratar la problemática general del asalariado rural) 
(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios del Banco de Previsión Social) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a una delegación de funcionarios del Banco de 
Previsión Social, integrada por la señora Blanca Doglio, el señor Luis Lisboa y el doctor José Pablo Rostkier. 


SEÑOR ROSTKIER.- Quiero aclarar que ya fuimos recibidos por la Comisión de Seguridad Social; 
solicitamos, si fuera posible, que se incluya la versión taquigráfica de esa sesión, de fecha 4 de junio de 
2008, a efectos de no tener que reiterar los mismos principios. 


Sí vamos a referirnos al motivo por el que estamos frente a ustedes, que es el acoso institucional o acoso 
moral. Como dijera el compañero Darío Bermúdez quien por razones de salud de un familiar hoy no ha 
podido acompañarnos, este tema no se está contemplando en el plan de trabajo de la bipartita del Banco de 
Previsión Social. 


Cuando hablamos de acoso moral nos estamos refiriendo a la situación en la que una persona o grupo de 
personas ejercen una violencia psicológica extrema de forma sistemática no es algo causal o accidental, sino 
sistemático durante un tiempo prolongado sobre otra persona, generando así el hostigamiento psicológico o 
psicoterror en el lugar de trabajo. De esa forma, actúan llevando a cabo acciones contra la reputación o la 
dignidad del afectado, acciones contra el ejercicio de su trabajo, manipulaciones de comunicación con el 
afectado, ambigiúedad de roles en cuanto a funciones y responsabilidades, métodos de trabajo en cuanto a su 
cantidad y calidad, diferencias de trato y otras situaciones de inequidad. 


Como ya lo manifestamos en la Comisión de Seguridad Social, este tema fue analizado por el psicólogo 
laboral, docente de la Universidad de Alcalá de Henares, España, profesor Iñaki Piñuel, consultor de la Unión 
Europea precisamente sobre este tema, el "mobbing" o acoso moral. Este psicólogo hizo un estudio 
denominado "Barómetro Cisneros V", en el que se encara la problemática de esta situación en la 
administración pública. De este estudio internacional se extraen las siguientes conclusiones: "Casi uno de 
cada tres funcionarios encuestados están en situación de alto riesgo laboral psicosocial. Más de uno de cada 
cinco funcionarios encuestados presenta una situación técnica de mobbing. Más del 22% de los funcionarios 
encuestados manifiesta ser objeto de violencia psicológica o mobbing en su trabajo en los últimos 6 meses 
con una frecuencia semanal o diaria. Un 70% de los afectados manifiestan ser víctimas de mobbing desde 
hace más de 5 años. Presentan como promedio más de 6 comportamientos de hostigamiento diario". 


A raíz de este estudio, el 1” de enero de 2004 entró en vigor en España la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, 
que en sus artículos 27 a 43, 50.6 y 51 marca explícitamente la figura del acoso. 


Actualmente, en Uruguay no está definida la figura del acoso desde el punto de vista jurídico que contemple 
las particularidades del caso, si bien el acoso moral e institucional es una constante que se ha visto en forma 
muy marcada en el mismo Banco de Previsión Social. 


Cuando concurrimos a la Comisión de Seguridad Social el compañero Bermúdez se habría referido a las 
circunstancias entre las que se daba este fenómeno, al problema con los mandos medios y demás. 


Tenemos antecedentes que datan de 1991 el problema no es de ahora por el que varios compañeros de trabajo 
fueron destituidos en una situación vinculante con el acoso moral o institucional, cuestión que fue estudiada 


luego por el Consejo Arbitral del Sindicato Médico del Uruguay, que mediante los estudios periciales 
correspondientes había exonerado de toda vinculación con las causas de la destitución de la que fueron objeto 
estos compañeros. Sin embargo, esto pasó a un plano secundario. 


Las situaciones dentro del Banco de Previsión Social se siguieron suscitando. Tanto es así, que el 31 de 
octubre de 2005 acá tengo una copia de la nota original a nivel sindical se formó lo que por entonces se llamó 
la Comisión de Seguimiento de Acoso Institucional. Prácticamente, todos los integrantes de esa Comisión 
fueron sumariados con posterioridad. 


También tengo esto viene a colación de lo que declarara el señor Ariel Ferrari, Director Social por los 
trabajadores un artículo de prensa publicado el sábado pasado en "El País", donde señala, entre otras cosas, 
que: "ni trabajadores organizados ni individualmente me han planeado esta situación" habla del acoso 
institucional "Esos funcionarios han tenido investigación administrativa con sumarios y han tenido la garantía 
absoluta del debido proceso". Como respuesta a los dichos del señor Ferarri, tengo un documento, entre 
varios que podemos ofrecer, del 4 de setiembre de 2007, de hace menos de un año, dirigido al señor Ariel 
Ferrari, al escribano Antonio Soutullo, al ingeniero Hugo Odizzio y a los delegados de ATSS de todo el país, 
que señala la problemática que se ha suscitado a delegados sindicales, en cumplimiento de sus funciones 
sindicales, y en forma explícita subraya con mayúscula que están siendo sometidos a un régimen de acoso 
laboral. El documento señala: "Es una práctica habitual de esta gerencia," hablamos de los mandos medios 
"inducir a los pacientes" es decir, hay manipulación de esto "a hacer denuncias a los funcionarios 
aprovechándose de la carga emocional que tienen los padres de los usuarios, sin tratar de mediar en ningún 
caso, amenazas de traslados sin ningún argumento válido, amenaza de observaciones en el legajo de los 
trabajadores, es un verdadero ACOSO LABORAL al que estamos siendo sometidos". Esta carta se dirigió al 
Director Ferrari el año pasado. 


El Director Ferrari también destaca que los sumarios se instruyen con las garantías del debido proceso. En 
ese sentido, me gustaría saber si la Comisión de Legislación del Trabajo tiene facultades para hacer alguna 
investigación externa de los sumarios que vienen instruyendo en el BPS, a efectos de determinar si en su 
mayoría cuentan con las absolutas garantías del debido proceso, como afirma el Director Ferarri. En muchos 
casos, el sumariado ni siquiera tiene oportunidad de presentar las pruebas de descargo correspondientes para 
evaluar sus derechos. Esto está documentado y se puede investigar para determinar la problemática real del 
propio organismo. 


Asimismo, el Director Ferrari dice que ni trabajadores organizados ni individualmente le plantearon esta 
situación, pero esto fue presentado por delegados sindicales de ATSS personalmente al señor Ferrari. 
También se presentaron otras notas al Directorio que no fueron consideradas. 


SEÑORA DOGLIO.- En cuanto a la afirmación del Director Ferrari de que ni trabajadores 
organizados ni individualmente le plantearon nada, me gustaría que nuestro compañero Lisboa leyera 
un documento de la Agrupación 1811 de nuestro sindicato, publicado en una editorial interna. 


SEÑOR LISBOA.- El documento dice textualmente: "Lo que realmente nos parece grave y 
preocupante, es la actuación del representante de los trabajadores, Ariel Ferrari, en la bipartita 
política. No es la primera vez que se plantea este tema, Ferrari fue citado al sindicato, quedó de venir 
todos los últimos jueves de cada mes para ajustar pautas, darnos información, intercambiar opiniones 
con ATSS y desde el mes de noviembre de 2006 que no concurrió más a dichas reuniones.- Luego de 
eso, además de seguir actuando como un director más, sin ubicarse que es el representante del PIT 
CNT en la bipartita, y argumentar siempre en contra de las reivindicaciones del sindicato, está 
alineado totalmente con el directorio del BPS. Tanto que hasta votó junto con ellos el rompimiento del 
diálogo con ATSS (¿se imaginan el PIT CNT votando una ruptura de diálogo con un sindicato?) ¿O 
quizás aquí hay una única línea política: la del gobierno, la del directorio del BPS y la del PIT CNT? Y 
nosotros nos quedamos en otra realidad que se quedó en el tiempo, como ser la independencia de clase 
y la defensa de los trabajadores sea cual sea el gobierno de turno. Creemos que Ferrari está 
confundido porque no es un director político, no fue nombrado por el gobierno, fue elegido por los 
trabajadores y sabemos que es el director de todos los trabajadores, entre los cuales nos incluimos". 


Por otra parte, en Rivera desde el 2004 hemos tenido problemas con la Gerenta Departamental, tanto de 
relacionamiento como de falta de respeto, acoso, persecución, cortes de licencias, maltratos, etcétera. 


A través del sindicato tratamos de conseguir audiencia con el representante de los trabajadores, con el 
Presidente del Banco de Previsión Social y con otros gerentes para plantear una situación que veíamos 
agravarse día a día. En todos los casos, no tuvimos respuesta o se negó la audiencia. 


El 15 de agosto de 2005, dado que la situación empeoraba adjunto fotocopia envío por "mail" una solicitud, 
para que quedara documentado, a Ferrari para solicitar audiencia; no recibimos respuesta. El 21 de setiembre 
de 2005 se inauguró la ventanilla única del BPS y DGI en Rivera, acto al que concurrió todo el Directorio. 
Cuando se reunieron con todos los funcionarios, planteamos todos los problemas de persecución y acoso que 
teníamos con la gerencia, que había que tomar alguna medida porque el problema se iba de las manos. 


El 27 de diciembre de 2005 adjunto el documento, visto que el representante de los trabajadores no nos 
recibía con ATSS y sin ella, enviamos un "mail" a Murro; la misma actitud: sin respuesta, no nos da la 
audiencia. 


Además, hay que tener en cuenta que la situación seguía empeorando. 


En abril de 2006, el entonces Presidente de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social, señor 
Adolfo Bertoni, fue entrevistado en la radio Rivera, de esa ciudad, denunciando públicamente lo que estaba 
pasando. Como represalia directa, la Gerenta resuelve trasladar a dos de los que ella creía que eran los 
funcionarios que estaban directamente involucrados. Terminamos encadenados durante dos días en la puerta 
del Banco de Previsión Social de Rivera. 


Vino el Gerente del interior, quien se comprometió ante el sindicato en cuanto a que no se iba a tomar 
medidas contra nosotros. Se iba a hacer una investigación administrativa a fondo y denunciamos no solo 
malos tratos, sino casos de presunta corrupción. Para hacerla corta, tuvimos una investigación administrativa 
sin nada de garantías, en la cual los funcionarios fuimos presionados. Vinieron a tomarnos declaración y 
prácticamente nos amenazaban. 


Supuestamente, las declaraciones que hicimos en la investigación administrativa eran secretas, pero fueron 
reveladas a la Gerenta, es decir, a la parte denunciada. Tuvimos una auditoría, que iba a investigar las 
presuntas irregularidades. Hasta el día de hoy, no aparece el informe final de la auditoría. Sin embargo, el 
Banco de Previsión Social, que no iba a tomar medidas contra los funcionarios, me tuvo a mí y a mi 
compañera seis meses separados del cargo, en principio, por denuncias infundadas. Después decidieron 
suspenderme por daño a la imagen del organismo. Estuve seis meses sin trabajar, con medio sueldo y, 
después, seis meses trabajando, con medio sueldo. No me echaron, en primer lugar, porque sabiendo que se 
venía esto, hicimos una denuncia penal y presentamos medida cautelar ante la Justicia. En segundo término, 
denunciamos el hecho ante la Presidencia de la República. Le hice una carta al Presidente de la República y 
le dije lo que estaba pasando en el Banco de Previsión Social, que por denunciar corrupción, por denunciar 
acoso, por denunciar malos tratos había terminado prácticamente afuera del organismo. 


Si bien el Directorio del Banco de Previsión Social terminó el tema, nos suspendió y no apareció el informe 
final de la auditoría, a nivel del Juzgado, más allá de que nosotros por una cuestión de secreto tributario no le 
podemos aportar información al Juez, este considera que hay elementos suficientes para presumir que en 
Rivera hay corrupción y lo pasa a la Junta Anticorrupción. 


El 7 de marzo de este año fue allanada la sucursal del Banco de Previsión Social de Rivera. Por orden judicial 
se llevaron computadoras, documentación y poderes, pero el Directorio del Banco de Previsión Social sigue 
mirando para el costado y no pasa nada. Nosotros hemos sido suspendidos. Por denunciar corrupción se nos 
cambió de lugar de trabajo. Se me sacó la llave del Banco de Previsión Social. Yo vivo en campaña y llego 
una hora antes todos los días, por lo que tenía llave de acceso a la sucursal. Se me sacaron todos los 
"password" de la empresa; se me prohibió el acceso a los archivos del Banco de Previsión Social, como si 
fuera un delincuente, cuando en todo momento aportamos las pruebas. Esas son las garantías del debido 
proceso que el señor Ariel Ferrari dice que existen dentro del Banco de Previsión Social. No tenemos siquiera 
derecho a ser escuchados ni a defendernos. 


SEÑOR ROSTKIER.- Quiero aclarar que cuando un funcionario entra a una investigación 
administrativa e instrucción sumarial, no lo hace en carácter de formación educativa o de investigación 
de cuáles son los fenómenos que realmente están sucediendo, sino que lo hace como cosa juzgada. 


Como se trata de una oficina que está sometida a jerarquía y en vinculación con los mandos medios, se 
intenta dar forma y contenido al expediente final que tiene que salir de ahí. O sea que por más pruebas 
o contrapruebas que se puedan presentar a los efectos de los descargos correspondientes, el resultado 
siempre termina siendo el sumario del infortunado que entró en esa oficina. Eso para nosotros no son 
las garantías del debido proceso, salvo que se manejen otras normas jurídicas que no conocemos. 


Entre otras cosas, esto está muy relacionado con el acoso moral o institucional, porque es una forma de 
presión, ya que se somete al trabajador bajo la amenaza de entrar en este tipo de situación. Ni que hablar 
cuando uno es un representante sindical y no condice con la forma de llevar a cabo las actividades de la 
Administración. Entre otras cosas, esta es la punta del iceberg de cosas que se están ocultando detrás del 
propio organismo. 


SEÑOR LISBOA.- Quería contarles algo que me parece que muestra claramente la errónea política 
que está aplicando el Directorio del Banco de Previsión Social. 


Dicho Directorio aplicó como política notificar por correo electrónico a todos los funcionarios del Banco de 
Previsión Social del país de los sumarios y de las sanciones a las que hemos sido sometidos. Considero que 
esto es una presión. Es como decir: "No denuncien nada". El reclamo se planteó a la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social luego de que todos los funcionarios del país hubieran sido notificados de 
cinco o seis funcionarios que habían sido sumariados, como también ocurrió conmigo. En algunos casos, se 
podrá haber sido justo; en otros, injusto. Luego de la presión realizada por los dirigentes de la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social, por suerte el Directorio del Banco de Previsión Social reconsideró la 
actitud y dejó de notificar por "mail" pero, en mi caso, fui tratado como mentiroso frente a todo el Banco de 
Previsión Social, y todo el mundo se enteró de que fui separado del cargo, sumariado y demás. 


SEÑORA DOGLIO.- Quiero agregar a todo esto que venimos diciendo, una nota presentada a Ernesto 
Murro, con mi firma y la de mi abogada, el día 5 de abril de 2005. Allí mi abogada dice que hasta 
podría llegar a considerarse como persecuciones laborales las juntas médicas y todo lo que me venía 
sucediendo. Quiero dejar esta nota y un documento hecho por la Asociación de Trabajadores de la 
Seguridad Social, que es nuestro sindicato. Dicho documento fue realizado en forma objetiva, para 
demostrar que no hay garantías en el debido proceso y que en mi sumario no tuve todas las garantías 
que debía tener. Ya no soy yo, Blanca Doglio la que dice que no las tuve; es un informe de nuestro 
sindicato. 


También se agrega que, en 2005, él y yo integrábamos la Comisión de Acoso Laboral que se había formado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Como integro la Comisión de Seguridad Social, estuve presente en la 
sesión en la que se recibió a esta misma delegación. Por lo tanto, en lo que a mí respecta, el planteo no 
es nuevo y, en algún sentido, debo dejar constancia de la preocupación que en aquel entonces nos 
generó en ese sentido, me atrevo a investir la representación de los colegas que no son integrantes de mi 
Partido político, porque así se manifestó la versión que escuchamos en ese momento y que hoy la 
Comisión de Legislación del Trabajo está recibiendo de parte de la delegación que nos visita. 


Si estas versiones llegaran a confirmarse no tenemos por qué dudar de la veracidad ni de la gravedad de lo 
que acabamos de escuchar aunque, naturalmente, como es de orden, es indispensable conocer la opinión y la 
visión del Banco de Previsión Social, sin duda estaríamos ante una situación muy delicada, que implicaría el 
quebrantamiento de normas, inclusive, constitucionales, porque aquí se verían afectados derechos 
individuales, garantías personales, en este caso, de los funcionarios públicos, y una alteración indebida del 
derecho a la carrera administrativa, sin perjuicio de otros derechos afectados 


En aquel momento la Comisión de Seguridad Social dispuso, como es de estilo, remitir la versión 
taquigráfica de lo actuado al Directorio del Banco de Previsión Social, y quedó a la espera de una opinión. 
Como es lógico, la Comisión de Seguridad Social tiene con el Banco de Previsión Social una relación 
relativamente estrecha, por lo menos, institucionalmente está claro que estamos en una comunicación 
bastante fluida, tanto a partir de la comparecencia de los señores Directores como de los distintos 
funcionarios del organismo como, inclusive, por la vía del intercambio epistolar de la solicitud de 
información que nos es evacuada por escrito. Sin embargo, con relación a este asunto, hasta ahora no hace 


una eternidad que esta audiencia se concretó, pero ya hace algunas semanas no hemos recibido contestación. 
Es verdad, y se dijo en la Comisión de Seguridad Social los señores legisladores lo podrán constatar de la 
lectura de la versión taquigráfica que ha circulado en esta Comisión, que estrictamente y en puridad este 
planteamiento es competencia de la Comisión de Legislación del Trabajo. Independientemente de que el 
organismo en cuestión sea el Banco de Previsión Social, estamos frente a una dificultad que se da en el marco 
de la relación laboral entre un empleador en este caso, el BPS y un grupo de funcionarios. 


Aspiro y no quiero ser infidente a que esta Comisión tome cartas en el asunto. Nosotros tenemos prevista una 
comparecencia del Banco de Previsión Social a la Comisión para evacuar otras consultas; me refiero 
concretamente al tema de los digitadores. Se me ocurre que esa pueda ser la instancia en los informes de 
Secretaría se desprende que es bastante inminente la presencia del Directorio del Banco de Previsión Social a 
esta Comisión para que incluyamos este asunto entre las consultas que formulemos. Pido disculpas al señor 
Presidente, porque estas cosas generalmente se analizan en privado, no delante de la delegación, pero me 
atrevo a adelantar mi propuesta porque, conociendo la buena voluntad del señor Presidente y de los demás 
colegas, estoy seguro de que haremos acuerdo en ese sentido. No es oportuno realizar más comentarios, 
porque estamos frente a planteamientos delicados sobre los que no podemos hacer juicios de valor o sacar 
conclusiones definitorias hasta tanto no escuchemos la versión de los hechos del Directorio del Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR CABRERA.- Comparto lo que ha dicho el señor Diputado Pablo Abdala. Después de 
escucharlos a ustedes, debemos escuchar también a las autoridades del Banco de Previsión Social. De 
todas formas, ustedes han puesto arriba de la mesa un tema que es muy actual. Con la delegación que 
estaba antes de ustedes, estábamos discutiendo sobre la limitación de la jornada. Ustedes plantearon 
un caso de acoso moral, un "mobbing", que son derechos de segunda generación. En el Derecho 
Laboral moderno se supone que la limitación de la jornada ya se resolvió, los asuntos de ''mobbing", 
"burning" y las distintas variantes que hacen a las condiciones de trabajo, son los temas actuales. 
Además, tienen una trascendencia enorme y son difíciles de plantear. Muchas veces quien lo padece o 
sufre es presentado como el victimario, como la persona que molesta, a la que nunca le sirve nada, que 
continuamente está complicando, y la propia organización se vuelve contra la víctima del "mobbing". 
Esa es una característica propia de la enfermedad. 


Esta es una enfermedad y hay que manejar este tema a nivel del Banco de Seguros del Estado, que no 
reconoce que lo es, pero, en los hechos, es una enfermedad a causa de la actividad del trabajo. Generalmente 
se da en sectores con estabilidad alta, empleados públicos, sectores financieros, en lugares donde hay poca 
posibilidad de sacarse de encima al trabajador que molesta y, entonces, se buscan formas alternativas o 
indirectas de sacárselo de encima, que es el acoso moral. Hago estas manifestaciones sin pronunciarme sobre 
si efectivamente esto es lo que sucede en el Banco de Previsión Social, porque no conozco el tema; me estoy 
enterando de la situación por ustedes. Sí me consta que el "mobbing" es un fenómeno de las relaciones 
laborales actuales. 


Recién se fue el doctor Tomassina, Director de la Cátedra de Medicina Laboral, quien es una de las personas 
que más se ha ocupado sobre este tema. No sé si ya lo han manejado, pero la participación de Medicina 
Laboral de la Universidad de la República tendría mucho para decir en el caso que ustedes plantean. 


Recojo este planteamiento con mucho interés. Nos reuniremos con las autoridades del Banco y veremos qué 
surge. Posiblemente, esté faltando una ley en términos generales que empiece a regular este tipo de 
problemas tan actuales en el mundo del trabajo de hoy. 


SEÑOR SOUTO TOSCANI.- No voy a opinar sobre el tema de fondo, porque como muy bien dijo el 
señor Diputado Abdala, necesitamos todos los elementos a los efectos de tener un juicio final. La 
Comisión de Legislación del Trabajo no va a adelantar ningún juicio de valor, pero sí adelanto, como 
integrante de la Comisión, que recibiremos al Directorio del BPS y a través del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social haremos todo lo posible para garantizar a cualquier trabajador de cualquier 
organismo los derechos que legisla esta República. Como provengo de un movimiento sindical y hoy, 
casualmente, estoy sentado en la Comisión de Legislación del Trabajo, quiero decir que lo único a lo 
nos podemos comprometer es a abrir todo ese espacio posible, a los efectos de que los trabajadores sean 
defendidos, escuchados y respetados en su derecho laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así fuese un caso individual, nos parece que vale la pena analizarlo. 


Quisiera saber si ustedes conocen a cuánto asciende la población afectada por este fenómeno dentro del 
Banco de Previsión Social. 


SEÑOR ROSTKIER.- Este es uno de los temas que más nos ha preocupado; abarca Montevideo y el 
interior. Hay compañeros que no se concientizaron de la problemática de "mobbing" hasta que no 
percibieron que a ellos también les había tocado. Estimamos que supera ampliamente el 30% de la 
población de los trabajadores del BPS. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos trabajadores tiene el BPS? 

SEÑOR ROSTKIER.- Aproximadamente cuatro mil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, estamos hablando de más de mil personas. 


SEÑORA DOGLIO.- Hay mucha gente que no quiere hablar, porque ha sufrido represalias y piensa: 
"Si vuelvo a hablar, andá a saber qué me pasa ahora". A veces nos cuesta encontrar compañeros que se 
animen a hablar para recoger sus testimonios y tener la documentación para trabajar el tema 
internamente. El miedo es algo que está instalado. 


SEÑOR LISBOA.- Es un tema muy delicado. Hemos hablado con varios funcionarios del resto del 
país; hemos juntado firmas para presentar la nota, pero lo que pasa es que hay un cierto temor a 
expresar lo que pasa, a contar los problemas que están surgiendo. En mi caso en particular, el 
encadenamiento fue la última medida luego de un año de problemas. Sin embargo, en mi sumario no se 
tomaron en cuenta los mails que envié a Murro, a Ferrari ni las solicitudes de audiencia. Eso no fue 
una atenuante y me pusieron la sanción máxima: ciento ochenta días. Soy consciente de que 
encadenarse frente a una oficina pública no es lo mejor; sé que merecía una sanción. Pero fue la última 
instancia. Solicitamos audiencia, no nos la dieron, probamos con los sindicatos, y eso no fue 
considerado como una atenuante en mi sumario. 


SEÑORA DOGLIO.- En la versión taquigráfica de la sesión anterior, un compañero hace mención a 
que la gente tiene miedo a hablar, a expresarse, a contar lo que le pasa. Se hizo una encuesta en forma 
anónima para obtener datos acerca de este tema y analizar la situación por psicólogos, a través del 
sindicato. 


SEÑOR ROSTKIER.- La forma de detectar esto es a través de métodos indirectos. Por ejemplo, el 
Banco de Previsión Social tiene un servicio de certificaciones médicas que certifica a la población, pero 
también tiene un servicio de certificaciones médicas que certifica a sus funcionarios. Sencillamente, 
hay que comparar esos dos grupos poblacionales y ver si el promedio de ausentismo laboral en el 
organismo es menor, igual o mayor. [Ese aspecto, cuando una persona está sometida a un hostigamiento 
constante, hace que esta, inclusive, llegue a enfermarse. Hay diversos síntomas y signos. Entre ellos 
podemos encontrar el desestímulo que es una forma anímica de perder la voluntad de ir al trabajo o la 
motivación para el trabajo, la angustia, el estrés, las crisis de pánico, los intentos de suicidios y hasta 
suicidios. 


El documento que les acabo de entregar refiere a los cuatro compañeros de trabajo que cumplían funciones 
de médicos, y dos de ellos ya han fallecido. Quiere decir que en este caso concreto el 50% de los 
involucrados ha fallecido, y quisiéramos saber en qué situación de salud se encuentran los otros dos médicos 
que fueron afectados por esa situación. Y ni que hablar del 70% de los funcionarios que habitualmente 
subrayo la palabra habitualmente están siendo sometidos en el Banco de Previsión Social. Esto ya es una 
cuestión de salud pública. 


Entonces, no se trata solamente de un problema de hostigamiento, sino también, por todo lo que ello encierra, 
de la salud de los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera informar a los funcionarios del Banco que esta Comisión recibirá a 
las autoridades del Banco de Previsión Social, y en dicha ocasión quizás se pueda anexar este tema a los 
que ya tenemos previstos considerar con el Directorio. También quisiera decir que se les enviará la 
versión taquigráfica de dicha reunión y que el Directorio del Banco recibirá, junto con la invitación a 
concurrir a la Comisión, la versión grabada de lo que ustedes han manifestado el día de hoy. 


La Comisión agradece la presencia de los funcionarios del Banco de Previsión Social. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


